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2. Apoyo al diseño y a la implementación de la política habitacional: como primer fase del abordaje de la política habitacional desde una perspectiva económica, el objetivo específico de este componente es generar propuestas que permitan un manejo más eficiente y eficaz de los recursos y de los instrumentos económico-financieros que la Dirección Nacional de Vivienda (DINAVI) utiliza para implementar la política habitacional.  Ello requiere: analizar y estudiar el Fondo Nacional de Viviendas (FNV) como instrumento económico-financiero de la política habitacional; estimar la disponibilidad real del FNV para la DINAVI; explorar alternativas del uso más eficiente del FNV en función de las definiciones de política habitacional adoptada por el MVOTMA; evaluar la capacidad del BHU y del sector bancario privado para desarrollar el mercado hipotecario; analizar el alcance y el funcionamiento del mercado de préstamos no bancarios a la vivienda; monitorear el funcionamiento del mercado de vivienda en todo el país; y, evaluar y ajustar las metas trazadas en el Plan Quinquenal en función del uso más eficiente del FNV, tomando en cuenta los posibles desarrollos de los mercados de préstamos a la vivienda. 
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1.a. Análisis de Situación

Apoyo al fortalecimiento de capacidades del MVOTMA 

La visión en la que se enmarca el accionar del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA) para la actual administración de gobierno es la de vivir en un país integrado, solidario y participativo con altos niveles de cohesión e integración social y territorial y calidad ambiental, que cuenta con un sistema de actividades económicas productivas y de servicios que actúan como fuerza de un crecimiento económico sustentable que favorece la permanente distribución progresiva del ingreso y satisface las necesidades de un hábitat adecuado.

Mientras que la misión que se le otorga es al MVOTMA es la de procurar el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes en el país constituyéndose en el organismo generador de políticas públicas democráticas, transparentes y participativas en materia de hábitat que contribuyan a un desarrollo económico y social ambientalmente sostenible y territorialmente equilibrado e impulsen acciones y prácticas que faciliten el acceso y la permanencia en una vivienda adecuada. 

En este marco la Dirección Nacional de Vivienda (DINAVI), la Dirección Nacional de Medio Ambiente (DINAMA) y la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial (DINOT) del MVOTMA deben desarrollar sus cometidos definiendo las grandes líneas de acción a partir de sus capacidades internas y de aquellas que surjan del trabajo conjunto con otras dependencias gubernamentales, como también de la cooperación con la sociedad civil y el sector privado. En el caso de DINAMA y DINOT, estas entidades gubernamentales cuentan con la Comisión Técnica Asesora de Medio Ambiente (COTAMA) y con la Comisión Técnica Asesora de Ordenamiento Territorial (COTAOT), integradas por actores relevantes de cada una de las áreas, que además de oficiar como ámbitos formales de consulta, facilitan la articulación de programas y políticas a implementar. Recientemente la DINAVI ha conformado con el mismo fin el Grupo Asesor de Vivienda. 

El Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) en el Uruguay ha venido cooperando con estas Direcciones del MVOTMA a través de diversos proyectos que han permitido implementar y ejecutar programas, a la vez que fortalecer a las mismas en su capacidad para alcanzar sus cometidos. Entre otras iniciativas vinculadas a las áreas de cambio climático, capa de ozono, biodiversidad, bioseguridad y contaminantes orgánicos persistentes, cabe destacar como un ámbito de interacción entre la temática de medio ambiente y el ordenamiento territorial el proyecto PROBIDES en sus diferentes etapas y el proyecto de “Fortalecimiento de las Capacidades para la Implementación de un Sistema Nacional de Áreas Protegidas en el Uruguay (URU/05/001)”. La mayoría de estas iniciativas han contado con el respaldo del Fondo para el Medio Ambiente Mundial (FMAM). A su vez, la oficina del PNUD en Uruguay ha contribuido a impulsar la temática de ordenamiento territorial como una nueva área política transversal, basada en la buena governanza, a través del proyecto “Programa de Institucionalización del Ordenamiento Territorial en Uruguay (URU/03/015)”. Asimismo, desde la problemática asociada a la exclusión social, el PNUD ha aportado al debate de política habitacional en el país conformando un grupo de trabajo en la temática durante el 2004 y cooperando a través del proyecto “Apoyo al Programa de Integración de Asentamientos Irregulares (URU/01/018)”. 

Apoyo al diseño y a la implementación de la política habitacional

De acuerdo a la Ley 16.112 de junio de 1990 que crea el MVOTMA, le corresponde a este Ministerio, entre otros cometidos,  lo concerniente a la formulación, ejecución, supervisión y evaluación de los planes de vivienda y la instrumentación de la política nacional en la materia a través de la Dirección Nacional de Vivienda (DINAVI). 

La administración de gobierno que ha asumido el pasado 1 de marzo considera que el objetivo central de la política de vivienda será mejorar las condiciones habitacionales de la población, considerada ésta en su diversidad (socio-económica, etaria, étnica, cultural, de género) en términos de propender a garantizar un derecho ciudadano. En este marco, la DINAVI actuará como generador de la política pública en materia de hábitat y como articulador de los principales actores y agentes para la mejor definición e implementación de la política adoptada. 

La DINAVI deberá asumir el rol rector en materia habitacional estableciendo e implementando las políticas que orienten el accionar de otros organismos del Estado que se encuentran en su órbita (BHU, MEVIR y OSE) y al mismo tiempo estableciendo la necesaria articulación con otros componentes relacionados al sistema habitacional (PIAI, Intendencias Municipales, UTE, Dirección Nacional de Catastro, etc.). A ello debe agregarse la consideración de las acciones de los agentes privados, tratando de canalizar, estimular y promover aquellas que converjan con los lineamientos que se establezcan en la política habitacional.

En este esquema de trabajo - en el que el Ministerio dejará de ser tan sólo un “hacedor de viviendas” y actuará como generador y ejecutor de las políticas habitacionales – la DINAVI dispone de dos instrumentos económicos financieros centrales a los cuáles deberá recurrir para implementar sus políticas: la administración del Fondo Nacional de Vivienda y Urbanización (FNV) y la coordinación de acciones con el Banco Hipotecario del Uruguay (BHU). Sin embargo, es claro que estos instrumentos, por diferentes razones, se han debilitado significativamente a partir de la crisis monetaria, económica y financiera que el país experimentó en el 2002.

Por un lado, más allá que los recursos financieros del Fondo se han seguido recaudando en base a las aportaciones de asalariados y pasivos, las fuertes restricciones fiscales que afronta el Estado hacen que la disponibilidad del mismo quede sujeta a la programación financiera del Gobierno Central, dificultando por ende la planificación de recursos para la DINAVI. 

Y por otro, la crisis bancaria que ha afrontado el BHU - que provocó una brecha financiera fiscal de más de U$S 1.600.000.000- lo ha dejado en condiciones muy disminuidas que le dificultan enormemente poder ejercer el amplio liderazgo en el mercado de créditos hipotecarios que alcanzó en el pasado, con una participación de entre el 85% y 90% del mercado. El marco legal que fija la Ley 17.596 de diciembre de 2002 acota la capacidad del BHU como institución bancaria especializada en el crédito hipotecario. A partir de esa ley, el BHU no puede operar como Banco y tiene límites al stock de operaciones a mantener en cartera. 

La nueva actuación del BHU no tiene marco institucional claro, no existen actores suficientes ni instrumentos adecuados para vehiculizar la nueva operativa prevista para el mismo. El reciente fin de la recesión no ha generado aun condiciones para vigorizar la demanda de créditos para financiar la oferta ni la demanda de viviendas, con lo cual no son explícitos aun los efectos de la desaparición del BHU de ese mercado, ni los efectos sobre el mercado de la vivienda en general en el que, dado su volumen operativo, resultaba el BHU agente de referencia ineludible.
1.b. Estrategia

Apoyo al fortalecimiento de capacidades del MVOTMA

El MVOTMA requiere fortalecer sus capacidades para dar mejor cumplimiento a los cometidos que le han sido asignados tomando como base la misión y visión que han sido definidos por esta administración. Tomando en cuenta la limitación de recursos con las que puede contar el Estado en un marco de fuertes restricciones financieras, se estima pertinente focalizar el fortalecimiento de capacidades en aquellas áreas que sean estratégicamente más relevantes para el Ministerio.  

La elaboración de este componente conlleva necesariamente la reflexión en torno a la institucionalidad que se ha dado el Estado para encarar las temáticas de las políticas habitacionales, de medio ambiente y de ordenamiento territorial, identificar las capacidades propias de las direcciones para cumplir con sus cometidos, evaluar apoyos reales y potenciales de recursos disponibles en otras entidades gubernamentales, y finalmente esbozar una estrategia de fortalecimiento. 

Desde el PNUD esta iniciativa se enmarca con uno de sus objetivos principales que es desarrollar las capacidades nacionales para reducir la pobreza y mejorar la gestión de los recursos ambientales y naturales, integrando ambas dimensiones en los marcos de desarrollo nacional. Ello requiere de un enfoque estratégico para el mejor abordaje de los desafíos que plantea el desarrollo sostenible, que requiere establecer políticas efectivas de largo plazo, fuertes compromisos y liderazgos nacionales, y mejorar la coherencia de los procesos y estrategias existentes. 

Por tanto, el objetivo de este componente es identificar áreas o proyectos estratégicos de particular relevancia, así como las actividades que deberán llevarse a cabo, para fortalecer la capacidad del MVOTMA en el diseño e implementación de sus políticas, a la vez que se movilizan los recursos necesarios para la concreción de proyectos de Asistencia Técnica.

Apoyo al diseño y a la implementación de la política habitacional

En el marco de un sistema de financiamiento a la vivienda debilitado, con un BHU que primeramente debe resolver su situación financiera dentro de un marco legal que acota su capacidad de acción, con una banca privada que mantiene una participación menor y concentrada en sectores de ingresos altos y medio altos, y con algún grado de incertidumbre respecto a la disponibilidad del FNV para apoyar políticas habitacionales, el MVOTMA debe elaborar el Plan Quinquenal de Vivienda que le mandata la Ley 16.237 de febrero de 1992. Esta ley, en su artículo 4, define que el Plan Quinquenal de Vivienda debe incluir: un diagnóstico de la situación; un cálculo de las necesidades para el período, por áreas geográficas y categoría de ingresos; las inversiones, los requerimientos en préstamos y subsidios por programas; las metas de producción de viviendas del sistema público; la previsión de recursos y su distribución; y las medidas y los proyectos de ley complementarios que se consideren necesarios. 

Sin perjuicio que el Plan pueda ser ajustado cada año con la Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal que envía el Poder Ejecutivo al Parlamento, muchos de los aspectos a ser definidos en el Plan de Viviendas quedan supeditados, entre otros factores, al comportamiento del mercado hipotecario durante los próximos años, al impacto que el mismo tenga sobre los precios de la vivienda, y al nivel de disponibilidad del FNV. En un contexto de alta incertidumbre respecto a la evolución de los factores económicos e institucionales asociados con el mercado de la vivienda, el Plan puede quedar estructurado sobre la base de diferentes escenarios que se vayan planteando.

Sin pretender realizar una revisión completa de las temáticas principales que pueden afectar el resultado de los escenarios que se configurarán, se identifican algunos aspectos que deben ser tomados en cuenta por las autoridades responsables de diseñar e implementar las políticas habitacionales para evaluar el alcance y la efectividad de las medidas propuestas. Entre ellos:

Sistema de financiamiento a la vivienda

Es condición necesaria para un buen funcionamiento del mercado de la vivienda reconstruir su sistema de financiamiento. Si el mercado no ofrece buenas alternativas de acceso a la vivienda a los sectores de ingresos medios de la población con cierta capacidad de ahorro a través de un sistema de financiamiento eficiente, dichos sectores van demandar soluciones a los programas estatales que están destinados a sectores de menores ingresos. La redefinición de los cometidos y las capacidades del BHU que se adopten por parte de la actual administración de gobierno, establecerán las condiciones sobre el cuál se construya un sistema de financiamiento a la vivienda. Es sobre este escenario que las políticas habitacionales deberán diseñar e implementar instrumentos y mecanismos acordes que permitan cumplir con sus objetivos de forma eficaz y eficiente.

Parece necesario encausar la discusión de un sistema de financiamiento a la vivienda sobre una base sólida que tuviera en cuenta las experiencias actuales de otros países en la mejora y transformación de sus sistemas, considerando que los mercados hipotecarios son el resultado conjunto de condiciones históricas, demográficas, económicas y del marco jurídico sobre el cuál se desarrollan. 

Hasta hace un tiempo el debate existente en Uruguay se ha centrado fundamentalmente en simplificaciones en torno a los aspectos positivos de la securitización, cuando la implementación de un mercado secundario de hipotecas es un tema de discusión actual en diferentes sistemas de financiamiento a la vivienda que requiere un análisis serio de viabilidad. Aún en los mercados hipotecarios de economías desarrolladas como las europeas se discuten las ventajas y desventajas de “importar” el modelo americano basado fundamentalmente en operaciones de securitización. Es particularmente interesante el caso británico – con el mayor desarrollo de operaciones de mercado secundario en Europa - donde aún con un mercado de capitales muy avanzado y regulaciones amigables para los inversores, no se prevé que la securitización sea el instrumento de fondeo dominante del sistema de financiamiento a la vivienda. 

De todas formas, dada la estructura de plazos de los activos de operaciones hipotecarias, es necesario contar con instrumentos del mercado secundario que permitan disminuir los problemas de descalce que afrontan las instituciones bancarias que ofrecen préstamos hipotecarios. En particular, para el caso uruguayo, la actual estructura de pasivos a corto plazo agrava el problema del descalce de plazos.

Dado que diferentes resultados se obtienen de distintos sistemas de financiamiento – basados en  depósitos, contratos especiales de ahorro, bancos hipotecarios especializados, operaciones de mercados secundarios, etc. -  la calidad de un sistema de financiamiento a la vivienda se debe evaluar en función de los objetivos buscados por el mismo. De esta forma no necesariamente el sistema americano es superior al alemán sólo por el hecho que el primero presenta un porcentaje de propietarios 27% superior al segundo. Entre otros factores, también se deberían considerar la capacidad del sistema en minimizar el costo de la vivienda, en mejorar el acceso a fondos y en facilitar a los consumidores la obtención de créditos hipotecarios sustentables. Las diferentes realidades que es posible encontrar dentro de Europa con relación a la estructura de la tenencia de la vivienda y a las características del mercado hipotecario como producto de distintos diseños institucionales no son suficientes para comparar la superioridad de uno u otro sistema. 

A su vez también sería importante considerar los casos de sistemas de financiamiento de la vivienda en países menos desarrollados, con especial atención en aquellos que han sufrido importantes crisis macroeconómicas. En este sentido sería interesante explorar la transformación del sistema hipotecario mexicano luego de la crisis del Tequila, así como también tomar en cuenta las salidas exploradas por algunos países del sudeste asiático a partir de la crisis asiática del 97, donde la crisis bancaria y financiera ha obligado a repensar nuevos diseños institucionales. Por otra parte, las experiencias de las economías en transformación del este europeo en la implementación de nuevos sistemas de financiamiento a la vivienda ofrecen también enseñanzas importantes en cuanto a los diferentes aspectos que son necesarios tomar en cuenta para un eficiente funcionamiento de los mismos. De particular interés en el análisis de las experiencias de los países en desarrollo resulta la discusión en torno a la creación de seguros de crédito y fondos de garantía de hipotecas. 

Satisfacción de la demanda habitacional de sectores de ingresos bajos y medios

Por su parte, la imperfección que caracterizan a los mercados de crédito por presencia de información asimétrica, que puede dar lugar a su racionamiento, se manifiesta más claramente en las restricciones financieras que deben enfrentan los sectores de ingresos medios y bajos para acceder al crédito hipotecario. Por un lado, los hogares deben poseer cierto ahorro acumulado - restricción de riqueza - para poder acceder a un crédito hipotecario. Cabe mencionar que los hogares jóvenes son los que enfrentan las mayores restricciones, en tanto la pérdida de utilidad actual de consumo para incrementar sus ahorros puede no justificar la ganancia de utilidad de ser propietario en el futuro, además de competir con otras decisiones de inversión como ser la propia formación y la de sus hijos. Por otro, la restricción de ingreso impone a los hogares una cota superior sobre un porcentaje de sus ingresos para garantizar el repago del crédito hipotecario. Más allá que los hogares de bajos ingresos encuentren dificultades para comprometer una proporción significativa de sus ingresos, la propia volatilidad de los mismos y las condiciones precarias de empleo disminuyen las posibilidades de aplicar exitosamente al crédito. 

Otro factor que influye negativamente en los sectores de menores ingresos es la incertidumbre con relación al comportamiento de los precios de las viviendas, en tanto se profundicen los procesos de segregación residencial y el aumento de la informalidad en la tenencia de la vivienda. Si el colateral que respalda el crédito hipotecario se desvaloriza, el riesgo crediticio aumenta. A ello se suma el contexto actual de escasez de crédito bancario a largo plazo debido, entre otros factores, a una estructura de pasivos bancarios de muy corto plazo. En este marco, la demanda habitacional de sectores de ingresos medios y bajos no podría satisfacerse a través del mercado de crédito hipotecario, a no ser que medien subsidios que permitan reducir las exposiciones de riesgo crediticio de las entidades prestatarias.

Apoyos directos por parte del Estado

A su vez, el respaldo del Estado a través de subsidios permitiría que se concreten iniciativas cuyo retorno social exceden el retorno privado. Por ejemplo, la construcción de espacios urbanos que disminuyan la segregación residencial, el mejor aprovechamiento de infraestructura urbana ya instalada, y el respaldo a políticas de ordenamiento territorial que mejoren el bienestar general, son externalidades positivas que pudieran justificar el apoyo a través de subsidios.  Además, más allá de objetivos propios de política habitacional, pueden tenerse en cuenta en la evaluación económica aspectos vinculados al fomento de la industria de la construcción con sus respectivos impactos sobre la actividad económica y el empleo, a la volatilidad de los precios de las viviendas, y a la regulación de los ciclos económicos.

Alternativamente al fortalecimiento del mercado de financiamiento a la vivienda, cabe considerar que para las políticas habitacionales pueda ser más eficiente desarrollar instrumentos que mejoren el funcionamiento del mercado de alquileres, especialmente en un contexto de restricciones financieras. Por ejemplo, la puesta en marcha del sistema de garantías de alquileres – en tanto reduce una clara imperfección del mercado – o de subsidios directos al alquiler, y de facilidades para el desarrollo de emprendimientos inmobiliarios destinados a la renta de viviendas, fortalecerían en principio el funcionamiento del mercado de alquileres. El diseño de estos instrumentos debería tomar en cuenta el impacto de los mismos sobre los precios, más allá del permanente monitoreo necesario para su ajuste. 

En Montevideo, durante la década de los noventa, se ha observado un incremento de la proporción de hogares propietarios de sus viviendas en todos los estratos de ingreso, a la vez que se constata una correlación positiva entre ingresos y porcentaje de propietarios. Sin embargo, en los barrios identificados con mayor proporción de hogares con necesidades básicas insatisfechas los porcentajes de propietarios son significativamente mayores a los barrios donde habitan sectores de la población con ingresos medios. No se descarta entonces la hipótesis que fallas en el funcionamiento en el mercado de alquileres conduzcan a ciertos hogares a optar conjuntamente por ser propietarios en barrios carenciados a  través del mercado informal, en lugar de alquilar en barrios más centrales de la ciudad. De continuar esta dinámica se puede llegar a modificar la distribución de propietarios por estratos de ingreso: la proporción de propietarios en los sectores de menores ingresos es más alta que en los de ingresos medios. Ello estaría asemejando la distribución a la de otros países de América Latina de alta participación de los mercados informales. En este sentido, la comprensión del funcionamiento económico de los mercados informales de la vivienda y del suelo urbano son claves para proponer alternativas que incentiven a los habitantes actuales y potenciales buscar soluciones duraderas en los mercados formales.

Finalmente, es necesario tomar en cuenta que también deberán incorporarse al análisis los diversos incentivos sobre la oferta y demanda que facilitan el acceso a la vivienda a través de normas, de regulaciones y de modificaciones de la política tributaria que fijan las condiciones sobre las que funcionan los mercados de la vivienda y del suelo urbano.  Para que las aplicaciones de estos instrumentos produzcan los efectos buscados se debe partir de un conocimiento sólido de los mercados en base a información consistente que permita inferir regularidades. Dada la carencia de información sistemática sobre los mercados de la vivienda y del suelo urbano en Uruguay, será muy ventajoso para el diseño, monitoreo y evaluación de las políticas habitacionales de la DINAVI impulsar encuestas permanentes en el marco del sistema estadístico nacional.

Objetivo del componente DINAVI

Los diversos aspectos expuestos ponen de manifiesto la necesidad de contar con recursos que incorporen y fortalezcan la perspectiva económica de las políticas habitacionales, dentro de un enfoque general que reconoce el abordaje multidisciplinario de esta problemática. Y que aún, desde la economía, identifica a la vivienda como un objeto de análisis complejo en tanto cumple su doble rol de bien de consumo y de bien de inversión. La vivienda no sólo se identifica con la satisfacción de una necesidad básica, sino que también constituye un activo que representa el principal capital para la mayoría de la población.  

Por lo tanto, como primer fase del abordaje de la política habitacional desde una perspectiva económica, este componente del proyecto tiene como objetivo general generar propuestas que permitan un manejo más eficiente y eficaz de los recursos y de los instrumentos económico-financieros que la DINAVI utiliza para implementar la política habitacional.  Ello requiere: analizar y estudiar el Fondo Nacional de Viviendas (FNV) como instrumento económico-financiero de la política habitacional; estimar la disponibilidad real del FNV para la DINAVI; explorar alternativas del uso más eficiente del FNV en función de las definiciones de política habitacional adoptada por el MVOTMA; evaluar la capacidad del BHU y del sector bancario privado para desarrollar el mercado hipotecario; analizar el alcance y el funcionamiento del mercado de préstamos no bancarios a la vivienda; monitorear el funcionamiento del mercado de vivienda en todo el país; y, evaluar y ajustar las metas trazadas en el Plan Quinquenal en función del uso más eficiente del FNV, tomando en cuenta los posibles desarrollos de los mercados de préstamos a la vivienda. 

II. Matriz de Resultados y Cronograma

Matriz de Resultados

	Fortalecimiento institucional del MVOTMA y apoyo al diseño e implementación de la política habitacional

Proyecto URU/05/005

	Productos
	Objetivos de Productos
	Actividades
	Insumos

	Producto 1. Apoyo al fortalecimiento de las capacidades del MVOTMA a través de uno o varios proyectos de Asistencia Técnica con el financiamiento adecuado
	Se cumplen en el primer año


	Identificar áreas estratégicas del MVOTMA que requieran apoyo en lo inmediato

Evaluar las capacidades individuales e institucionales del MVOTMA para desarrollar las áreas de trabajo identificadas

Identificar apoyos reales y potenciales de otras instituciones gubernamentales y de la sociedad civil para el fortalecimiento de dichas áreas 

Elaborar estrategia de fortalecimiento y diseños de proyectos junto a la identificación de potenciales apoyos y alianzas

Movilizar de recursos para la implementación de estas necesidades de Asistencia Técnica
	Coordinador

Consultores Nacionales 

Varios

Auditoría



	Producto 2. Propuestas para el uso más eficiente y eficaz de los instrumentos económicos de la política habitacional a desarrollar por DINAVI 
	Identificar el alcance de los instrumentos económicos y financieros que dispone la DINAVI para el cumplimiento de los objetivos de la política habitacional 
	Analizar y estudiar el Fondo Nacional de Viviendas (FNV) como instrumento económico-financiero de la política habitacional

Estimar la disponibilidad real del FNV para la DINAVI

Explorar alternativas del uso más eficiente del FNV en función de las definiciones de política habitacional adoptada por el MVOTMA

Evaluar la capacidad del BHU y del sector bancario privado para desarrollar el mercado hipotecario 

Analizar el alcance del mercado de préstamos no bancarios a la vivienda, así como su funcionamiento

Monitorear el funcionamiento del mercado de vivienda en el país

Evaluar y ajustar las metas trazadas en el Plan Quinquenal en función del uso más eficiente del FNV, tomando en cuenta los posibles desarrollos de los mercados de crédito a la vivienda. 

Asesorar al MVOTMA en las instancias de coordinación y consulta con otros sectores del Estado y de la sociedad sobre políticas habitacionales
	Coordinador

Varios

Auditoría




Cronograma de actividades
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III. Arreglos de Gestión

El proyecto será ejecutado por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente a través de la Dirección General de Secretaria. 

El Coordinador del proyecto desarrollará a su vez las tareas de consultoría en el componente de fortalecimiento de políticas habitacionales.

El PNUD brindará el apoyo financiero, técnico y operativo necesario para la ejecución de las actividades y el alcance de los resultados del proyecto. La Unidad de Políticas y Programa del PNUD realizará un monitoreo permanente de la marcha del proyecto, previéndose una reunión de evaluación final de resultados, una vez culminado el Proyecto.

IV.  Contexto Legal

1. El presente Documento de Proyecto constituye el instrumento al que hace referencia el Artículo I, numeral 1, del Acuerdo (en adelante el Acuerdo) entre el Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (en adelante las Partes), suscrito el 12 de diciembre de 1985 y ratificado por la ley nacional  No.15.957 de 2 de junio de 1988  (Diario Oficial de 5 de octubre de 1988).  Las formas de asistencia y los servicios de apoyo que el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (en adelante PNUD) ofrece al Gobierno de la República Oriental del Uruguay, en el marco de un proyecto de cooperación técnica en las diversas áreas de desarrollo social, económico y tecnológico, incluso los prestados con financiamiento de otras fuentes distintas al PNUD que fueren aprobados expresamente por ambas Partes, son aquellas formas enumeradas en el artículo II del Acuerdo así como los servicios comprendidos en el punto 2. del “Memorandum de Entendimiento sobre el Acuerdo entre el Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el PNUD”, firmado en Montevideo, el 21 de julio de 1999, en aplicación de lo dispuesto por el numeral 1. literal g) del artículo II del referido Acuerdo. 

2. A los efectos de este Documento de Proyecto, cabe entender que: I) la Oficina de Planeamiento y Presupuesto,  que asesora al Gobierno en todos los aspectos atinentes a la asistencia técnica ofrecida al país, es el Organismo de Cooperación del Gobierno, a que alude el Artículo III, numeral 1), del Acuerdo y el canal oficial de todo lo vinculado a la administración y ejecución de las políticas de la Cooperación Técnica brindadas al Gobierno, a través del PNUD, conforme lo estipula el artículo I numeral 3, de dicho Acuerdo. Es asimismo,  el organismo encargado de coordinar el relacionamiento entre los organismos internacionales oferentes y los organismos públicos y organizaciones privadas demandantes de cooperación así como de difundir los programas y determinar las áreas, sectores y temas prioritarios para actividades de cooperación técnica internacional. II) el Organismo Nacional de Ejecución  acordado con el Gobierno para este proyecto es el que aparece identificado como tal en la carátula de este instrumento; y III) el  Ministerio de Relaciones Exteriores es el canal oficial del Gobierno para todo lo relacionado a temas de  privilegios e inmunidades que puedan originarse con motivo de la aplicación por parte del  PNUD del presente instrumento, conforme lo estipula el  Articulo I, numeral 3, del Acuerdo antes relacionado.

En materia de responsabilidades, inmunidades y privilegios del PNUD, son aplicables, además de lo dispuesto en el numeral 1 precedente, las normas del articulo 105 de la Carta de las Naciones Unidas y las de la Convención de Privilegios e Inmunidades de las Naciones Unidas  aprobada el 13 de febrero de  1946 y ratificada por el decreto ley 15.482 de 9 de noviembre de 1983.

3.
En las contrataciones de bienes y servicios que otorgue el PNUD a solicitud del Organismo Nacional  de Ejecución o éste último en cumplimiento  del presente Documento de Proyecto, regirán las normas y procedimientos vigentes del PNUD de acuerdo a sus Manuales de Programación,  Financiero y de Administración, así como las disposiciones establecidas de común acuerdo entre el Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y el Representante Residente del PNUD en el marco de dichas normas y procedimientos del PNUD.
 

4. 
Salvo expresión concreta en contrario en el presente Documento de Proyecto regirán las siguientes normas: 
a) El Coordinador del Proyecto tendrá como cometido gerenciar las actividades determinadas en el Documento de Proyecto, debiendo lograr los resultados  esperados conforme al cronograma establecido. Durante la ejecución tendrá las atribuciones suficientes para actuar en nombre del Organismo Nacional de Ejecución. A tal efecto, deberá aplicar en lo pertinente las normas y procedimientos vigentes del PNUD en materia de ejecución nacional y sus sucesivas modificaciones que hubieren sido notificadas a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto.

Salvo que el presente Documento de Proyecto exija alguna autorización especial o establezca algún límite,  el Coordinador  del Proyecto estará autorizado expresamente para:

i) hacer efectivas todas las solicitudes de desembolsos y de contrataciones previstas en el Proyecto, con exclusión de la referida a su propia contratación la  que deberá ser firmada por el jerarca máximo del Organismo Nacional de Ejecución. En el caso de los arrendamientos de servicio, dejará expresa constancia del rendimiento del personal contratado,  así  como de la observancia de los términos de la declaración jurada.   En el caso de los arrendamientos de obra deberá controlar la calidad del producto entregado y las demás condiciones de ejecución contratadas.

ii) proceder a la apertura de cuentas o cajas de ahorro, bajo la denominación “PNUD Apoyo al MVOTMA URU/05/005” en Bancos públicos o privados habilitados por el Banco Central del Uruguay para depositar los anticipos de fondos que reciba del PNUD así como para practicar toda operación bancaria tendiente a la ejecución del Proyecto; dichos fondos sólo podrán ser retirados a dos firmas conjuntas, siendo el Coordinador del Proyecto el responsable por la correcta contabilización y conservación de comprobantes de los pagos efectuados.

          iii) rendir cuentas de los fondos de anticipos recibidos así como de los bienes, servicios y personal contratados para la ejecución del Proyecto;

          iv) aplicar en la ejecución del Proyecto la normativa vigente del PNUD en lo relativo a adquisiciones de bienes, contrataciones de servicios, pagos directos, auditoría y rendiciones de cuentas.

b) Los fondos transferidos al PNUD en aplicación de compromisos de financiamiento del Proyecto  ya sean aportados, total o parcialmente, por el Gobierno o por una fuente externa al mismo, incluidos los provenientes de préstamos o donaciones - serán administrados conforme a las reglas, procedimientos y regulaciones aplicables por el PNUD. La recepción de cada transferencia por el PNUD señalará la oportunidad en que tales fondos quedan sujetos a dicha normativa así como determinará el tipo de cambio de Naciones Unidas que el PNUD aplicará para convertir en dólares americanos los importes transferidos en otra moneda. Los anticipos de fondos entregados por el PNUD en cumplimiento del Proyecto continuarán sujetos a las reglas, procedimientos y regulaciones del PNUD.

c) El Proyecto será supervisado, evaluado y auditado conforme a las normas, procedimientos y regulaciones establecidos por el PNUD. Dicha normativa es aplicable con prescindencia que la auditoría sea realizada por las propias autoridades públicas competentes o por empresas  auditoras independientes contratadas al efecto. Las Rendiciones de Cuentas de los anticipos de fondos así como de la aplicación de los fondos con cargo al  Proyecto serán realizadas en la forma y modalidades establecidas por el PNUD.

5. Los siguientes tipos de revisiones al presente Documento de Proyecto podrán realizarse con la firma del Representante Residente del PNUD únicamente, siempre que dicho representante cuente con seguridades que los demás signatarios del Documento de Proyecto no tienen objeciones a los cambios propuestos:

a) Revisiones de cualquiera de los Anexos del Documento de Proyecto o adiciones a ellos.

b) Revisiones que no impliquen cambios significativos en los objetivos inmediatos, los productos o las actividades del proyecto, pero que se deban a una redistribución de los insumos ya acordados o aumentos en los costos.

c) Revisiones anuales obligatorias mediante las que se registran los gastos reales incurridos por el Proyecto durante un año calendario y se transfieren los recursos a años futuros para financiar gastos ya acordados.

_1183467255.xls
Sheet1

		Productos								Trimestres

										1		2		3		4

		1. Apoyo al fortalecimiento de capacidades

		2. Fortalecimiento Políticia Habitacional






